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      Prólogo




      María Laura Recoder




      En esta cuidadosa y creativa investigación, producto de su tesis de maestría,[1] Claudia Teodori aborda el problema de la violencia familiar, centrando su análisis en la oferta de atención, cuidados y apoyo destinados a mujeres en situación de violencia, a partir de, fundamentalmente, el despliegue de trayectorias de mujeres y sus experiencias de padecimiento.




      Cuando nos adentramos en la lectura del texto, es posible escuchar las voces de las mujeres en situación de violencia que participaron del estudio. Acaso acercarnos a la comprensión de sus experiencias, su sufrimiento, sus miedos y la búsqueda incansable, “a los saltos”, de cambios, apoyo, respuestas, “del cielo”.




      En largas entrevistas, teñidas de intimidad y confianza, estas mujeres le relatan a Claudia sus experiencias y sus itinerarios en busca de respuestas a su problema de violencia. Relatos cargados de emociones, reflexiones, dudas, estrategias. Historias de encuentros y desencuentros, de amor, desesperación y lucha. Relatos cargados de significados y de prácticas, que alejan a estas mujeres del papel de víctimas que comúnmente se les otorga y nos permiten visualizar y destacar la dimensión activa, creativa y transformadora de sus prácticas, respecto a su situación y sus posibilidades de cambio.




      Estos relatos también posibilitan a la autora describir analíticamente el papel de actores e instituciones como los servicios de salud, el hospital, el sistema judicial, los tribunales, la policía, espacios comunitarios y redes sociales en la respuesta a la problemática.


    




    

      El sólido análisis de los datos es desplegado en tres ejes analíticos: la temporalidad, la visibilidad del problema y los desencadenantes para iniciar el proceso de búsqueda de apoyo/atención.




      Además del conjunto de entrevistas en profundidad a mujeres afectadas por la problemática, Claudia realizó una prolongada observación participante en un servicio de atención de violencias de referencia en la Ciudad de Buenos Aires, entrevistó a parte de su equipo de salud, relevó y sistematizó distintos registros producidos por el servicio y desplegó un exhaustivo trabajo con fuentes secundarias.




      Con osadía y creatividad propone un abordaje metodológico heterodoxo, donde se triangulan metodologías cualitativas y cuantitativas, y obtiene excelentes resultados. La modalidad de sistematización de los registros y las devoluciones realizadas al equipo de salud, respecto a sus tareas y sus prácticas, posibilita que la investigación se configure también como un insumo para la gestión en salud. El despliegue de los datos y los argumentos dejan entrever el proceso de reflexividad sistemático involucrado. Momentos de profundo acercamiento al sufrimiento y momentos de necesario distanciamiento, momentos de intimidad, empatía y compromiso, y momentos de objetivación, reflexión, descripción y búsqueda de precisión. Entendemos que la propuesta en su conjunto le permite a Claudia, parafraseando al antropólogo Joao Biehl, “atribuir a las personas que estudiamos y describimos los mismos tipos de complejidades que reconocemos en nosotros mismos y traer esas complejidades al escenario de la salud colectiva”.




      De este modo, en las páginas que siguen se despliega, entre otras cosas, el proceso de cronificación de la violencia de género. Las mujeres entrevistadas llevaban, en promedio, más de una década buscando atención y respuesta. Durante ese tiempo todas ellas efectuaron, y continúan haciéndolo, numerosas consultas y denuncias, y empleando diversas estrategias de afrontamiento. A partir del análisis de la organización y del funcionamiento del servicio de salud estudiado, se destaca la escasa capacidad para la detección y atención de violencias. Se describe la fuerte impronta medicalizadora: cuando se logra la detección se implementa la derivación de la persona al servicio de salud mental como única alternativa de atención. Se identifican con alarma las consecuencias de la prescripción de fármacos en algunas de las mujeres entrevistadas. Se alerta sobre experiencias de padecimiento que revelan una vulnerabilidad extrema y la cercanía de la muerte. Se indaga el lugar de los medios de comunicación en la reproducción, e incluso en el incremento de la violencia de género. Se problematiza la producción de estadísticas y la invisibilización del problema. Se enmarcan las reflexiones en los cambios normativos y programáticos locales, a partir de un extenso análisis de las transformaciones del marco jurídico referido a la problemática.


    




    

      A los saltos buscando el cielo. Trayectorias de mujeres en situación de violencia familiar es un rico aporte al estudio de las violencias. Por un lado, describe las formas complejas que toman la violencia familiar y la violencia de género, sacudiéndonos con la crudeza de las experiencias vividas por las mujeres afectadas por ella. Por otro, analiza las respuestas institucionales a la problemática, los laberintos instalados por las distintas instituciones, su precariedad, su parcialidad y la persistente desigualdad de género presente en cada una de ellas.




      Finalmente, la originalidad de la propuesta de trabajo aporta a una producción de conocimiento más significativo y más pertinente para la gestión institucional, especialmente para la gestión en salud. Para el diseño de programas que ofrezcan respuestas adecuadas y más efectivas a las mujeres afectadas por la violencia familiar y para la planificación de políticas tendientes a reducir los contextos de vulnerabilidad involucrados en el fenómeno.


    


  




  

    

      Presentación




      Más acá de la escritura




      El trabajo que aquí se presenta muestra un recorrido, un desafío, una búsqueda.




      Se espera que el lector se tope con la sensación de que en estas páginas hay movimiento, ya que tanto a nivel del contenido como del proceso de elaboración de la investigación nos enfrentamos a una suerte de pasaje.




      Empecemos por describir el proceso de trabajo. Al emprender el recorrido, intuía que sería largo, lo que no imaginaba es que iba a llegar tan lejos.




      El diseño inicial preveía realizar el trabajo de campo en la localidad de Moreno,[2] donde desde hace más de doce años integramos una Organización de la Sociedad Civil (OSC)[3] que se dedica a temas de género, violencia y salud sexual y reproductiva.




      Motivada por la necesidad de integrar la nueva experiencia de formación académica con la labor que ejercía en el sistema de salud de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (CABA), emprendí una nueva búsqueda.




      Hasta ese momento desempeñaba tareas de educación para la salud como personal de planta de un Centro de Salud (CESAC Nº 1) y, antes de intentar concretar el trabajo de investigación, tomé contacto con integrantes del Equipo de Violencia del Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez, quienes se interesaron en contar con el aporte de una socióloga que estudiara el tema de violencia de género. Fue así como en reuniones del Comité de Violencia advertí que se abrían numerosas oportunidades para desarrollar actividades de investigación y capacitación en la temática.


    




    

      En 2010 obtuve una beca Ramón Carrillo Oñativia[4] con un proyecto para estudiar las rutas críticas de las mujeres en la CABA, algunos de cuyos resultados son retomados en el presente trabajo.




      En paralelo, se iniciaron los trámites para gestionar mi pase en comisión del Centro de Salud en el que trabajaba al Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez para desarrollar diversas tareas en la institución.




      De allí surgió la idea de realizar la presente investigación, centrada en los procesos de atención y búsqueda de atención/apoyo por parte mujeres en situación de violencia, usuarias del Equipo de Violencia de la institución hospitalaria.




      La entrada al campo fue entonces progresiva y altamente motivadora.




      Durante la preparación del trabajo de campo se presentó la necesidad de ampliar los alcances del diseño que teníamos previsto originalmente. Se orientó entonces a aprehender otras dimensiones del problema, al incluir diferentes miradas en torno a la cuestión de la violencia, y a los procesos de búsqueda y acceso a la atención; la preocupación se centró en captarlos ajustando la estrategia metodológica para lograr procesar lo que se presentaba por “estar ahí”.




      En ese proceso fui invitada a participar de diversas actividades que contribuyeron a nutrir el marco teórico, y brindaron una perspectiva alentadora respecto al horizonte y a los posibles alcances de la investigación.




      A medida que avanzaba en el trabajo, fui encontrando diferentes audiencias interesadas en recoger las lecturas y los resultados provisorios de la investigación.




      En pocas palabras, los productos de este estudio no están aquí (en el escrito), al menos no reflejados en su justa dimensión. No viene al caso intentar una reseña de las varias limitaciones que se presentaron a la hora de plasmar en un texto la complejidad y riqueza del material producido.




      Los avances de este trabajo desde el inicio, entonces, se salieron del esquema de ese primer “tablero dibujado”. Circularon, se derramaron, produjeron diálogos, fueron interpelados…


    




    

      Un juego, un lado B para tanto padecimiento




      La rayuela se juega con una piedrita que hay que empujar con la punta del zapato. Ingredientes: una acera, una piedrita, un zapato y un bello dibujo con tiza preferentemente de colores. En lo alto está el Cielo, abajo está la Tierra, es muy difícil llegar con la piedrita al Cielo, siempre se calcula mal y la piedra sale del dibujo. Poco a poco, sin embargo, se va adquiriendo la habilidad necesaria para salvar las diferentes casillas (rayuela caracol, rayuela rectangular, rayuela de fantasía, poco usada) y un día se aprende a salir de la Tierra y remontar la piedrita hasta el Cielo, hasta entrar en el Cielo […].




      […] de la Tierra al Cielo las casillas estarían abiertas, el laberinto se desplegaría como una cuerda de reloj rota haciendo saltar en mil pedazos el tiempo de los empleados, y por los mocos y el semen y el olor de Emmanuèle y la bosta del Oscuro se entraría al camino que llevaba al Kibutz del deseo, no ya subir al Cielo (subir, palabra hipócrita, cielo, flatus vocis), sino caminar con pasos de hombre por una tierra de hombres hacia el kibutz allá pero en el mismo plano, como el Cielo estaba en el mismo plano que la Tierra en la acera roñosa de los juegos, y un día quizás se entraría en el mundo donde decir Cielo no sería un repasador manchado de grasa, y alguien vería la verdadera figura del mundo, patterns pretty as can be, y tal vez, empujando la piedra, acabaría por entrar al kibutz. (Cortázar, 1994: 367-369)




      Durante la redacción del texto, buscaba una imagen que fuera capaz de dar cuenta del proceso recorrido por las mujeres en pos de resolver su situación de violencia.




      Inicialmente apareció la imagen religiosa de quien peregrina y/o recorre el camino del viacrucis, deteniéndose en estaciones que jalonan el recorrido. Los recorridos de las mujeres eran tortuosos, pero no lineales. Luego surgió la figura del laberinto, pero en ella no encontraban eco todos los recorridos.




      Enseguida se presentó una imagen fuerte que escapaba a la linealidad que arrastraba la noción de ruta crítica, la cual se discute en este trabajo y que a la vez podía funcionar como la contracara del padecimiento representado por las estaciones que se suceden camino al calvario.




      Encontrar la imagen de la rayuela permitió conectar de otro modo con tantos testimonios angustiantes. No cualquier rayuela, sino la de la novela de Julio Cortázar, que había leído veinticinco años atrás y ahora cumplía cincuenta. Allí se despliega una metáfora potente para contar una búsqueda. Esa rayuela representa la búsqueda de un nuevo centro. En ella, los personajes persiguen una meta: el cielo. Juegan con el azar en un recorrido laberíntico e interminable.


    




    

      Ellas sabían saltar




      Al igual que Olivera, el protagonista de Rayuela, las mujeres de nuestro estudio no tienen una actitud pasiva, sino que transitan una búsqueda incansable. Ellas, como los personajes de Cortázar,[5] persiguen anhelos, buscan encontrarse a sí mismas. Buscan verdades ocultadas, y esa búsqueda es inacabable por incompleta, ideal y sin respuestas.




      En Rayuela, igual que en la experiencia de las mujeres que protagonizan nuestra investigación, el espacio y el tiempo están alterados. Por momentos no comparten el mismo tiempo y espacio con los otros, con quienes las rodean (Schutz, 1979). El tiempo aparece como circular, no lineal, fragmentado o detenido…




      La rayuela es un juego y por ello tiene que ver con el azar, pero también con la expertise, con las elecciones que se van efectuando a medida que se va avanzando (y retrocediendo) por los casilleros. Y la piedra… muchas veces cae fuera del dibujo de tiza, y ahí nuevamente el azar y las circunstancias pueden contribuir a que el recorrido se despliegue en nuevos espacios. Esos espacios que las mujeres transitarán en este texto serán llamados también “casilleros”.




      Un recorrido, un desafío, una búsqueda. Un juego: la rayuela




      Esta investigación inicia un proceso que invita a tender puentes que ayuden a que distintos actores comprometidos, gestores estudiosos y funcionarios distraídos se conecten con las voces de mujeres que relatan su padecimiento…


    




    

      En el texto quedan tantas palabras por decir, tantas representaciones, tantas interpretaciones… Tanto o más de lo que aquí es dable incluir.




      Espero que, como en Rayuela, las historias en construcción, de final incierto, que aquí se narran lleven al lector a perderse (y a encontrarse) en los pasajes, saltando de un casillero a otro… y logren incomodarlo.


    


  




  

    

      Introducción




      Los monstruos existen pero son demasiado poco numerosos para ser verdaderamente peligrosos; los que son realmente peligrosos son los hombres comunes.




      Primo Levi (ápud Todorov, 2009: 131)




      La violencia, el problema en cuestión




      La violencia, considerada como problema sociohistórico, probablemente atraviese de diferentes modos y con variadas significaciones la experiencia humana de todos los tiempos y lugares.




      Violencia política, violencia estructural, violencia simbólica y violencia cotidiana no pueden entenderse como categorías excluyentes y separadas, sino como piezas de un mismo entramado. En la violencia cotidiana, en la que se inscribe directamente la violencia interpersonal, está presente la violencia estructural y la simbólica (Ferrándiz Martín, 2004).




      Las ciencias sociales han ido manifestando paulatinamente un interés creciente en el estudio de hechos violentos y sus secuelas. Desde la perspectiva de la antropología,[6] nuevas orientaciones llevan a pensar y a interpretar las complejas relaciones entre distintas expresiones de violencia y su relación con el campo cultural.




      Considerada como problemática, la violencia no se presenta como una cuestión de salud pública, sino que se constituye en un problema para el sector, a partir del impacto que provoca en la salud de personas y conjuntos sociales, quienes demandan la formulación de políticas específicas, y la organización de prácticas y servicios particulares para su abordaje (Minayo, 2006).




      Desde mediados de los años 90, la Organización Mundial de la Salud (OMS) y la Organización Panamericana de la Salud (OPS) comenzaron a señalar el problema de la violencia (Minayo, 2006). Pero la estrecha vinculación de la violencia con el sector salud fue reconocida más tarde, en una definición acuñada por la OMS en la que la violencia es entendida como:


    




    

      […] el uso deliberado de la fuerza o el poder ya sea en grado de amenaza o efectivo, contra uno mismo, otra persona, grupo o comunidad que cause o tenga muchas probabilidades de causar lesiones, muerte, daños psicológicos, trastornos de desarrollo o privaciones. (WHO, 2003: 5)




      Desde esta perspectiva, se incluyen como problema de salud tanto la violencia interpersonal como la autoinfligida y los enfrentamientos de tipo armado: una amplia gama de actos que abarca desde las amenazas y presiones hasta la muerte.




      En América Latina, la incorporación de la problemática de las violencias[7] a las agendas de salud de los países a partir de los años 80 se inscribe en un conjunto de grandes transformaciones sociales. Entre ellas, la caída de los regímenes autoritarios en la región que, tal como lo plantea Minayo (2005a), dio lugar a un cambio en la concepción de ciudadanía de estos países.




      La violencia interpersonal, un amplio abanico de actos y comportamientos que van desde la violencia física, sexual y psíquica hasta las privaciones y el abandono (WHO, 2003), adquiere un extraordinario protagonismo.




      La aparición de nuevas formas de violencia y el aumento de la criminalidad se enmarcan en la denominada nueva cuestión social (García Raggio, 1998) que, con diferentes matices locales, desde fines de la década de 1970 y con el avance de reformas neoliberales, se pone de manifiesto en la progresiva destrucción de la sociedad salarial (precarización de las condiciones laborales, crecimiento del desempleo, etc.), la contracción del Estado (reformas neoliberales, Estado mínimo) y la instauración de la hegemonía del mercado. Una dinámica desregulada de las desigualdades, que profundiza la exclusión social y el crecimiento de diversas formas de marginalidad (Castel, 1991), arrastrando a vastos sectores sociales a una situación de vulnerabilidad (Teodori, 2000).


    




    

      El conjunto complejo de los procesos que algunos autores denominan globalización (Ianni, 2006; Ferrer, 2007; Giddens, 2000) no se restringe solamente a los grandes sistemas, como el orden financiero mundial, sino que afecta también a diversas esferas de la vida individual y colectiva (Giddens, 2000).




      Así, algunas de estas transformaciones impactan en los perfiles de morbimortalidad: a) las enfermedades transmisibles son desplazadas por otras no transmisibles; b) la reducción de las tasas de enfermedades infecciosas y el crecimiento de las enfermedades crónico-degenerativas y los accidentes, característicos de un modelo de transición epidemiológica que, en la región, adopta la forma de mosaico epidemiológico[8] (Spinelli, 2007), y por último c) los procesos de salud-enfermedad, los cuales se distribuyen desigualmente entre las distintas poblaciones, según zonas geográficas, sector social, condición laboral, etc., coexistiendo diferentes perfiles de morbimortalidad en la población.




      Aunque se conoce parcialmente la dimensión epidemiológica del impacto de las violencias en los procesos de salud-enfermedad-atención debido a problemas de calidad de las estadísticas y registro de datos (Spinelli, 2005; Deslandes, 2000), resulta evidente que las violencias representan una de las principales fuentes de morbilidad-mortalidad para los adultos jóvenes de América Latina. Es posible precisar que durante la década de 1990, en América Latina y el Caribe, los homicidios representaron el 63% de las muertes violentas (clasificadas como causas externas[9], entre las que se incluyen accidentes y suicidios).




      Cabe agregar aquí que su distribución es desigual. Los varones jóvenes son (en términos estadísticos) el grupo más afectado y presentan el mayor índice de Años Potenciales de Vida Perdidos (Spinelli, 2005). El homicidio es la primera causa de muerte en jóvenes de 15 a 29 años en Venezuela, Colombia, Brasil, El Salvador y México. Si bien en la Argentina para 2005 las tasas de homicidio eran relativamente bajas, en la década anterior sufrieron un notable incremento ya que pasaron de 2,1 a 4,57 homicidios cada 100 mil habitantes (Minayo, 2005a).




      La violencia se distribuye también desigualmente según el género. En términos epidemiológicos parecería afectar a mayor cantidad de varones. Varios autores destacan que las tasas de homicidio y las muertes provocadas por suicidios y accidentes son significativamente más altas entre los varones (Minayo, 2005b; Spinelli, 2005; Menéndez, 2006; Alazraqui, 2009). No obstante estos datos, no es posible soslayar la magnitud del problema de la violencia hacia las mujeres. En América Latina, las tasas de homicidio de mujeres están entre las más altas del mundo (Spinelli, 2005); los homicidas, en su mayoría, son varones (en general, con algún tipo de vínculo personal, familiar o afectivo con las mujeres asesinadas). Según investigaciones que desarrolló la OPS en 2000, entre el 20 y el 80% de los hogares de América presentan hechos violentos que afectan a mujeres[10] y niños (Spinelli, 2005).


    




    

      Es preciso remarcar y definir la violencia intrafamiliar como fuente de sufrimiento y padecimiento, incluso como origen de problemas de salud. Por ejemplo, entre las mujeres en edad reproductiva, representa una causa de discapacidad y también es responsable de numerosos padecimientos: heridas, fracturas, infecciones de transmisión sexual, abortos, depresión, trastornos sexuales, dolores de cabeza, fobias y un estrés crónico que contribuye a incrementar factores de riesgo cardiovascular (Sagot, 1998). Entre quienes sufren violencia durante el embarazo, las complicaciones durante el parto aumentan hasta tres veces (Ortega, 1999), son mayores las tasas de parto prematuro y se cuadruplica el riesgo de dar a luz a bebés con bajo peso al nacer (Cuevas, 2006).




      En este marco, se entiende que la problemática de la violencia de género atraviesa diferentes ámbitos de la vida cotidiana, tanto de mujeres como de varones. En cada escenario se expresa de manera particular.




      Según Waldorf (ápud Suárez, 2004), serían predictores de altos niveles de violencia hacia las mujeres aspectos como: la resolución violenta de conflictos; la desigualdad económica entre mujeres y varones; y una masculinidad asociada a la dominancia, al honor, la resistencia y la autoridad de los varones en la toma de decisiones.




      Siguiendo a estos autores, el poder femenino fuera de la casa, la activa intervención comunitaria en la problemática de la violencia, la disponibilidad de grupos de trabajo o de solidaridad entre mujeres y la presencia de actores de contención (a nivel familiar, de amistad o institucionales) estarían asociados a bajos niveles de violencia. La presencia de estos elementos lleva a dimensionar el papel de las respuestas comunitarias, institucionales y vinculares, en el desarrollo y en la visibilización de la violencia en cada contexto.


    




    

      A diferencia de la violencia y del maltrato infantiles, que fueron adoptados tempranamente por la pediatría, el abordaje de la violencia de género debió ser motorizado por los movimientos de mujeres, que inicialmente moldearon sus propias estrategias y progresivamente fueron reclamando respuestas al Estado, buscando generar en diversos ámbitos (entre ellos, los servicios de salud) un abordaje integral que superara la atención de las lesiones. Particularmente en la Argentina, el movimiento de mujeres, que se relanzó a partir de la llegada de la democracia en 1983, apostó a instalar el tema en el país y articuló las primeras respuestas en la atención de las mujeres en situación de violencia a través de organizaciones no gubernamentales.




      En la región, la violencia hacia las mujeres quedó asociada entonces al impacto provocado en el campo jurídico por los movimientos sociales que organizaron sus demandas en términos de derechos. Por tal motivo, los espacios de la salud y el derecho, al abordar esta problemática, se intersectan y dialogan todo el tiempo, aunque de manera precaria (Sarti, 2009).




      Aunque resulta incuestionable el impacto de las violencias en el proceso de salud-enfermedad-atención (muertes, lesiones, discapacidad, daños psicológicos, etc.), la racionalidad médico-científica, que atraviesa las prácticas tradicionales/hegemónicas del sector salud (Spinelli, 2008), obstaculiza el abordaje de aquellas cuestiones de la vida social que no pueden ser tipificadas como enfermedades (Minayo, 2006).




      La invisibilización del fenómeno puede deberse a múltiples factores, entre ellos, al escaso conocimiento de la propia dinámica de la violencia, y a la consideración de que los actos de violencia intrafamiliar corresponden al ámbito privado y/o que constituyen actos naturales y legítimos. A su vez, incidiría también la propia percepción de las mujeres afectadas (y su entorno), que suelen autorresponsabilizarse por la violencia sufrida y tienden a considerar que no existen respuestas sociales para apoyarlas.[11]





      Minayo (2006) sostiene que la presencia de tales barreras en un campo tan marcado por la racionalidad biomédica puede ser atribuida también a la tardía incorporación de la problemática al sector.


    




    

      Deslandes (2000) apunta que existen fallas en el proceso de registro por parte de los distintos servicios de salud, las cuales pueden deberse a la carencia de personal, a las rutinas de registro, a dinámicas de trabajo inadecuadas y a la ausencia de informatización, entre otras, pero también a una “banalización de la violencia” en los procesos de atención de la salud.




      El importante subregistro lleva, por su parte, a establecer análisis débiles de situación, que reducen la capacidad de comprensión del fenómeno y derivan en el diseño y en la ejecución de políticas y prácticas institucionales inadecuadas y estériles.




      Desde esta perspectiva, es de fundamental importancia estudiar las respuestas institucionales y comunitarias obtenidas por las mujeres afectadas por la violencia intrafamiliar a lo largo del recorrido que experimentan en su búsqueda de ayuda.




      Estos recorridos comprenden tanto las acciones emprendidas por las mujeres como los obstáculos con los que se enfrentan y las respuestas que encuentran cuando se aprestan a buscar ayuda.




      Entendiendo entonces que la violencia de género atraviesa de manera preocupante diferentes ámbitos de la vida cotidiana de mujeres y hombres, y que una de sus principales manifestaciones afecta fundamentalmente a mujeres y niños, este trabajo aborda algunos aspectos vinculados a la violencia intrafamiliar, haciendo hincapié en ciertas cuestiones relacionadas con:




      

        	la descripción del proceso recorrido, detallando la presencia de diferentes actores, explorando las relación entre ellos (como es el caso del campo de la salud y la Justicia); 






        	la oferta de atención, cuidados y apoyo destinada a estas mujeres, y




        	las experiencias de padecimiento de las mujeres a lo largo del proceso recorrido.




      




      ¿Qué proceso o recorrido hacen las mujeres afectadas por la violencia intrafamiliar para obtener atención y resolución de su problema de violencia? ¿Cuáles son los factores que influyen en ese recorrido y cómo se vinculan entre sí? ¿Cómo son las experiencias de padecimiento de las mujeres a lo largo del proceso recorrido? ¿Qué características presenta la respuesta que ofrece una institución de la salud en el ámbito público de la CABA?


    




    

      Los objetivos generales de nuestra[12] investigación apuntan a:




      

        1. Describir y analizar parte de las respuestas al problema de la violencia de género desde la perspectiva de las mujeres que demandan atención, a través de las trayectorias que realizan en búsqueda de atención, apoyo y contención.




        2. Describir y analizar la modalidad de respuesta ofrecida por un dispositivo especialmente creado para atender la problemática desde un hospital público de la CABA.


      




      Para ello, utilizamos una estrategia metodológica que tomó datos tanto cualitativos como cuantitativos. Combinamos diferentes abordajes y técnicas, entre las cuales se destacan las entrevistas en profundidad a mujeres en situación de violencia, las entrevistas semiestructuradas a profesionales, la observación participante, el análisis de registros de atención y el análisis de diferentes documentos institucionales.




      El trabajo de campo tuvo lugar en un hospital de referencia para el problema de la violencia de género de la CABA.




      Cada una de las secciones




      En la primera sección, describimos el marco normativo y programático local e internacional en el que se insertan los temas de género, derechos y violencia. A la vez presentamos el problema de la cuantificación de los casos de violencia de género y la consistencia de los datos.




      En segundo lugar, intentamos resumir los principales presupuestos teóricos que guían esta investigación y detallamos la estrategia metodológica utilizada. En la sección llamada “Desde lejos no se ve…” presentamos el dispositivo de salud en el marco del cual desarrollamos el trabajo de campo y describimos exhaustivamente el contexto, la modalidad de atención y caracterizamos las prestaciones que desde allí se realizan.




      En la cuarta, analizamos las trayectorias de las mujeres en situación de violencia intrafamiliar contactadas, a partir de tres ejes: la temporalidad, la visibilidad del problema y los desencadenantes para iniciar el proceso de búsqueda de apoyo/atención. Allí también desplegamos aspectos generales vinculados al papel de las redes sociales y los espacios que conforman el proceso de atención a la problemática de la violencia familiar. Entre estos últimos se destacan el sector salud, la institución policial, el sistema judicial y los dispositivos que consideramos como alternativos para el abordaje de la violencia.


    




    

      A partir de la quinta sección iremos saltando de casillero en casillero para describir con las protagonistas su paso por los servicios de salud y problematizar qué es lo que allí buscan y cuáles son las respuestas que encuentran.




      En “La policía y el sistema judicial” abordamos las múltiples experiencias que las entrevistadas tienen con estos poderes del Estado y cuál es su percepción respecto de los mecanismos de acceso a la Justicia y las garantías de protección. A su vez, reflexionamos sobre la relación que se establece entre los operadores del sistema judicial y el sector salud desde la perspectiva de diferentes actores. Hacia el final de la sección observamos que, durante el proceso recorrido en procura de atención y apoyo, las mujeres en situación de violencia adquieren cierta expertise.




      En séptimo lugar describimos experiencias de las mujeres en dispositivos grupales de atención a la problemática de violencia, el “Casillero alternativo”. Más adelante, nos enfocamos con algunas de ellas en observar el rol que juegan en el abordaje del padecimiento ciertos dispositivos alternativos de atención, como el yoga y la Iglesia.




      Antes de llegar a las reflexiones finales del trabajo, quisimos puntualizar aspectos de un tema que atravesó gran parte de las experiencias de las mujeres que participaron del estudio: la muerte. Así, en “Entre el cielo y la tierra” (movimiento que remite a la rayuela), dos mujeres narran de manera particular la relación entre el suicidio, el femicidio y la violencia familiar mostrando su percepción de la vulnerabilidad.[13] Y en la siguiente sección, también reflejamos el impacto del tratamiento de los femicidios por parte de los medios de comunicación y su relación con la experiencia de padecimiento de las mujeres.


    




    

      Finalmente, en el último apartado nos disponemos a exponer las principales ideas surgidas del trabajo a modo de reflexiones finales, acompañadas por un conjunto de posibles líneas de abordaje, recomendaciones y sugerencias.


    


  




  

    

      I. El marco normativo y el problema de las cifras




      Durante el desarrollo de la presente investigación, se produjeron transformaciones significativas en el campo de los derechos humanos y las cuestiones de género. En particular, respecto al abordaje de las violencias, se ha observado una creciente sensibilidad social y política. Se han sancionado nuevas leyes, se gestaron algunos programas de intervención en diversos ámbitos y los medios de comunicación han otorgado un mayor espacio a la temática. Este proceso fue motorizado por el accionar permanente de organizaciones y movimientos sociales a los que el Estado ha comenzado a reconocer, al punto de tomar información producida por ellos, replicar sus modelos de intervención, hacer uso de sus desarrollos teóricos y sus producciones en campañas, etcétera.




      Los indiscutibles avances en el campo de las llamadas “cuestiones de género”, que responden a cambios culturales, a su vez, contribuyen a modificar la percepción social, e impulsan la demanda de atención de las mujeres en situación de violencia y la exigencia para alcanzar mayor accesibilidad a la Justicia.




      Originalmente en este trabajo, los aspectos antes señalados fueron tomados como elementos formales secundarios que integraban parte del contexto de investigación[14] sin llegar a constituir ejes centrales de análisis. Sin embargo, al ocupar estas transformaciones sociales, políticas y legales recientemente operadas un lugar relevante en los relatos tanto de las mujeres con experiencias de violencia como en las prácticas y discursos de otros actores intervinientes, se nos presentó la necesidad de profundizar la reflexión en torno de ellas y resumir información relevante.


    




    

      Algunos de los siguientes interrogantes surgieron en ese contexto: ¿cómo llega la violencia a constituir un problema de salud en la Argentina?, ¿se halla completamente legitimada la violencia como problema de salud pública?, ¿ese lento proceso de legitimación está completo?, ¿cómo se traduce ese reconocimiento en acciones concretas?, ¿cómo se va conformando la agenda social, política y de salud regional y local en torno de la problemática de la violencia de género?, ¿cómo se van configurando las respuestas de los actores involucrados?, ¿con qué se contaba, qué hay de nuevo y cómo se fueron moldeando percepciones, discursos y prácticas de los diferentes actores?




      El marco normativo y las convenciones internacionales sobre género, derechos y violencia




      Sin pretender desarrollar un abordaje exhaustivo, se despliegan aquí algunos de los aspectos a considerar respecto de los marcos normativo, político y programático de salud. Éstos serán retomados a lo largo del trabajo, a la luz de las experiencias que buscamos reflejar.




      Aunque la mera existencia de leyes no resulta suficiente para garantizar la protección de derechos, puede afirmarse que contribuye a la puesta en marcha de respuestas que resulten más acordes con las necesidades de sujetos y colectivos, y favorece la generación de procesos de sensibilización de la comunidad.




      La preocupación internacional por la situación de las mujeres y su reflejo en los tratados internacionales,[15] que regulan aspectos de la vida social, no son nuevos; en algunos casos datan de finales del siglo XIX (Byrnes, 1999).




      El principal antecedente para toda la legislación sobre violencia contra las mujeres, la Declaración Universal de Derechos Humanos (DUDH), se remonta a 1948, año en que fue aprobada por las Naciones Unidas. Con ella, se inició un proceso progresivo de especificación de derechos humanos (DD.HH.) y de implementación de mecanismos para su protección. A pesar de contar con importantes tratados de DD.HH., su universalidad no fue suficiente para garantizar a las mujeres el acceso a derechos fundamentales y se requirieron convenciones específicas[16] (Byrnes, 1999).


    




    

      En 1979 la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Mujeres (Convention on the Elimination of All Forms of Discrimination against Women, CEDAW por su sigla en inglés), que puede considerarse la ampliación efectiva de la declaración de 1948, ya que buscó orientar disposiciones para lograr la igualdad entre hombres y mujeres en distintos ámbitos.[17]





      En principio, el texto original de la CEDAW no incluyó el tema de la violencia. Luego, en 1989, el comité formado para observar su cumplimiento determinó que la violencia contra las mujeres fuera también considerada una forma de discriminación violatoria de los derechos humanos. Tres años más tarde, en su recomendación[18] general número 19, el mismo comité definió que la “discriminación contra las mujeres” (artículo 1º de la CEDAW) incluía la violencia basada en el sexo, es decir, violencia hacia las mujeres por el hecho de ser mujeres.




      Estos mecanismos previstos por los tratados internacionales habilitan la recepción de quejas, informes “sombra” e investigaciones, el pedido de informes y la elaboración de recomendaciones hacia los Estados parte.[19]


    




    

      En la Argentina, la CEDAW se constituyó en ley (Nº 23.179) en 1985 gracias a la importante presión de movimientos de mujeres y organizaciones políticas y de la sociedad civil. Sin embargo, la firma del tratado accesorio que habilita a quejas, elabora informes, investigaciones, etc. (el Protocolo Facultativo de la CEDAW), por presiones del Episcopado Argentino, recién logró concretarse en 2006 (Lubertino, 2009).




      En forma paralela, el Pacto Internacional sobre los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, a partir de la Conferencia Mundial de los Derechos Humanos realizada en 1993 en Viena, contribuyó a considerar la violencia hacia las mujeres como una violación a los derechos humanos. Asimismo, la Plataforma de Acción de Beijing –en la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer, desarrollada en 1995– se compromete a intensificar los esfuerzos para garantizar el disfrute de todos los derechos y las libertades a las mujeres y niñas en condiciones de igualdad.




      Dentro de la esfera del Sistema Regional Americano (OEA), en Brasil, en 1994, se concreta la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer. Conocida como Belem do Pará,[20] tendió expresamente a identificar los diferentes ámbitos en los que las mujeres despliegan sus relaciones interpersonales y resultan susceptibles de enfrentar situaciones de violencia. Dicha convención, en la Argentina, tomó forma de ley (Nº 24.632) en 1996 y pasó a comprometer al Estado en tres niveles: respetar el derecho a una vida libre de violencia, proteger ese derecho y garantizarlo. El primer nivel exhorta al Estado a reconocerlo en la legislación y no violarlo en forma directa. El segundo exige la sanción de leyes y la creación de mecanismos para prevenir, investigar, sancionar y reparar las situaciones de violencia. Por último, para su cumplimiento o garantía, se requieren la adopción de una serie de medidas positivas y un monitoreo público y riguroso (Facio, 2011).




      En 2010, la Asamblea General de las Naciones Unidas fundó ONU Mujeres, cuya estrategia apunta a la concreción de los objetivos de la organización en materia de igualdad de género.


    




    

      El marco normativo nacional sobre violencia




      El progresivo desarrollo de la institucionalidad democrática y la necesidad de cumplir con los tratados internacionales asumidos promovieron la creación de diversos mecanismos que, desde el Estado, buscaban dar respuesta a las problemáticas de las mujeres. En 1987, fue creada la Subsecretaría de la Mujer y luego, en 1991, el Consejo Coordinador de Políticas Públicas para la Mujer. Finalmente, en 1992, se creó el Consejo Nacional de la Mujer,[21] dependiente de Presidencia de la Nación.




      En 1994, a partir de la reforma constitucional, los diversos tratados internacionales de DD.HH. firmados por la Argentina adquirieron jerarquía constitucional. Se tornó imprescindible la adecuación de la legislación nacional. En ese mismo año, se sancionó la ley Nº 24.417, de Protección contra la Violencia Familiar, reglamentada en 1996. Esta ley, pese a que pretendía responder a los compromisos internacionales, carece[22] por completo de perspectiva de género: el único bien al que apunta a proteger es la familia. Pone de manifiesto la asignación del ámbito doméstico a la mujer. No llega a definir la violencia familiar ni se esbozan factores determinantes. Los limitados procedimientos que detalla traslucen un enfoque reduccionista de la problemática. Por ejemplo, en el artículo 6°: “La reglamentación de esta ley preverá las medidas conducentes a fin de brindar al imputado y su grupo familiar, asistencia médica y psicológica gratuita”.




      En su decreto reglamentario, se limitaba a la creación de “centros de información y asesoramiento sobre violencia física y psíquica” en hospitales (dependientes de la CABA), en Centros de Atención Jurídica Comunitaria (dependientes de la Secretaría de Asuntos Legislativos del Ministerio de Justicia), en el Consejo Nacional del Menor y la Familia, en el Consejo Nacional de la Mujer, en la Dirección General de la Mujer de la CABA y en los Distritos Escolares (Secretaría de Educación de la CABA), integrados por personal idóneo y profesionales con formación especializada en violencia familiar. En su artículo 5º planteaba que el juez interviniente, “dentro de las 48 horas de adoptadas las medidas precautorias, convocará a las partes y al Ministerio Público a una audiencia de mediación instando a éstas y a su grupo familiar a asistir a programas educativos o terapéuticos”, poniendo de manifiesto su postura a favor de la revinculación y la falta de reconocimiento de la existencia de asimetrías entre las “partes” que conformaban ese grupo familiar, puesto que:


    




    

      La utilización de la mediación en casos de violencia doméstica y en materias conexas constituye también una violación a una serie de derechos consagrados en diversos convenios internacionales […] en la medida que desprotege a las víctimas de futuras agresiones y les niega su derecho a resolver judicialmente el asunto. (Ortega, 1999: 607)




      Al promediar la primera década del siglo XXI, el espíritu de esta ley se multiplicaba en la región, ya que buena parte de la legislación vigente en América Latina sancionaba la violencia intrafamiliar recurriendo a figuras jurídicas como violencia doméstica y/o violencia familiar, sin atender directamente a la violencia contra las mujeres. Hacia 2004, sólo tres países en la región consideraban específicamente la violencia contra la mujer en la denominación de sus leyes: Venezuela, Ecuador y Honduras (Suárez, 2004). Este hecho pone de relieve la jerarquización de ciertos valores (como el de la familia) por encima de derechos humanos fundamentales de las mujeres, los cuales quedaban sacrificados en aras de un bien considerado superior.[23] En algunos de los países estudiados, se implementaban diferentes mecanismos de presión sobre las mujeres: instancias obligatorias de conciliación, obstaculización para el acceso a la instancia penal y leyes que promovían algún tipo de arreglo. Se llegaba a situaciones tan extremas de violación de los derechos como en El Salvador o Nicaragua, donde las mujeres no podían denunciar por violación a sus esposos ya que el Código Civil hacía referencia al débito conyugal (Sagot, 2000). Otro de los aspectos para destacar es que los códigos penales y las leyes específicas sobre violencia intrafamiliar en los países de América Latina no sancionaban la agresión en sí, sino su resultado observable. Este hecho afecta la visibilización completa del fenómeno, el cual queda subsumido a las formas más extremas de violencia y acarrea graves consecuencias. El pretendido carácter neutral de la misma legislación y la apropiación de los espacios judiciales por parte de los varones agravan la situación (Sagot, 2000). Partiendo de este enfoque, gran parte de la legislación en la materia aún puede ser considerada implícitamente patriarcal ya que sostiene instituciones patriarcales (como la maternidad forzada, la heterosexualidad obligatoria, la familia, etc.), evita castigar la violencia de género y ofrece protecciones para las mujeres sólo en su función reproductora. El sujeto mujer se constituye así en torno de su vulnerabilidad (Guzmán, 2001) y queda relegado a la esfera de la familia, al plano emocional (en detrimento del racional) y al erotismo.


    




    

      Avances en el marco normativo nacional sobre violencia contra las mujeres




      En 1999 se realizó una importante modificación en el Código Penal. La ley Nº 25.087 sustituyó el título “Delitos contra la honestidad” por el de “Delitos contra la integridad sexual”, y permitió la reconceptualización de las agresiones que lesionen la integridad y el ejercicio autónomo de la sexualidad de las personas, las cuales anteriormente eran consideradas como una afrenta a la honestidad de las mujeres, ya que el bien jurídico objeto de protección era la dignidad.




      Entre 2003 y 2008 fue promulgado un conjunto de leyes relativas a derechos fundamentales de las mujeres.[24]





      En marzo de 2009, el Parlamento argentino logró la sanción de la ley Nº 26.485 de Protección Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres en los ámbitos en que desarrollaren sus relaciones interpersonales.[25] Ésta fue reglamentada en 2010 a partir del trabajo de un comité intersectorial. El actual Consejo Nacional de las Mujeres, autoridad de aplicación de la ley, asumió el compromiso de elaborar el Plan Nacional de Acción para la Prevención, Asistencia y Erradicación de la Violencia contra las Mujeres, poner en marcha un Observatorio de Violencia de Género y promover el desarrollo de investigaciones en el área. Sin embargo, para 2010, los recursos necesarios para su funcionamiento no estaban incluidos en el presupuesto nacional.


    




    

      En su extenso articulado (45 artículos), el texto de la ley recupera la complejidad del problema desde una perspectiva de género haciendo referencia expresa a las situaciones de asimetría de poder que afectan el ejercicio efectivo de los derechos por parte de las mujeres. En su artículo 4º define la violencia contra las mujeres como:




      […] toda conducta, acción u omisión, que de manera directa o indirecta, tanto en el ámbito público como en el privado, basada en una relación desigual de poder, afecte su vida, libertad, dignidad, integridad física, psicológica, sexual, económica o patrimonial, como así también su seguridad personal. Quedan comprendidas las perpetradas desde el Estado o por sus agentes. (Ley Nº 26.485)




      Apuntando a la protección de las mujeres en los diversos ámbitos donde desarrollen sus relaciones interpersonales, tanto públicos como privados, detalla los distintos tipos de violencia contra las mujeres: física, sexual, psicológica, patrimonial y simbólica. Especifica las modalidades en que la violencia hacia las mujeres se manifiesta: la violencia doméstica, la institucional, la laboral, contra la libertad reproductiva, la obstétrica y la violencia mediática. Involucra de manera pormenorizada seis ministerios nacionales: Salud; Educación; Desarrollo Social; Justicia, Seguridad y Derechos Humanos; Seguridad; Trabajo, Empleo y Seguridad Social. Asimismo, le da responsabilidades a la Secretaría de Medios de Comunicación.




      Respecto a los procedimientos por emplear, insta a la elaboración de protocolos de atención y detección de violencia. A diferencia de la ley Nº 24.417, que en su artículo 5º plantea “convocar a las partes y al Ministerio Público a una audiencia de mediación”, la nueva legislación prohíbe expresamente modelos de intervención que contemplen la mediación o negociación (audiencias de conciliación o mediación).




      En febrero de 2011, a instancias del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la Nación, se forma la Comisión Nacional Coordinadora de Acciones para la Elaboración de Sanciones de Violencia de Género (Consavig) con el objetivo de formular sanciones a la violencia de género según lo establece la ley Nº 26.485, y promover la defensa de los derechos de las mujeres en coordinación con organismos del Estado y de la sociedad civil.


    




    

      En el primer semestre de 2012, el Parlamento argentino consiguió eliminar la figura del avenimiento del Código Penal que en el artículo Nº 132 señalaba que “en los casos de violación, estupro, rapto o abuso deshonesto de una mujer soltera, quedará exento de pena el delincuente si se casare con la ofendida, prestando ella su consentimiento, después de restituida a casa de sus padres o a otro lugar seguro”. Esta reforma se vio impulsada por la gran repercusión que tuvo un femicidio[26] ocurrido en 2011 en la provincia de La Pampa. Un hombre violó a una mujer y contrajo matrimonio con su víctima para eludir la condena. A los días de recobrar la libertad, la asesinó. La figura del avenimiento, rémora de “los delitos contra la honestidad”, contrariaba acuerdos internacionales emergentes de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer y la propia Ley Nacional Nº 26.485, que prohíbe cualquier forma de mediación, negociación o conciliación entre las partes.




      El antecedente de la sustitución de los “Delitos contra la honestidad” por los “Delitos contra la integridad sexual”, y el consecuente cambio en la percepción social de los delitos contra la integridad sexual, abrió también la puerta para visibilizar la violencia sexual sistemática ocurrida en los centros clandestinos de detención durante la dictadura cívico-militar que gobernó la Argentina entre 1976 y 1983. En 2011, finalmente, se logró la judicialización de esas violaciones y abusos sexuales que pasaron a configurar nuevos delitos de lesa humanidad (Oberlin, 2012).




      En esa misma línea, también cabe mencionar la publicación del Protocolo de Atención a Víctimas de Violencia Sexual, por parte del Ministerio de Salud de la Nación, y el fallo de la Corte Suprema de Justicia de la Nación sobre un caso de aborto no punible mediante el que se expresa a favor de una interpretación no restrictiva del alcance de la práctica de aborto no punible, seguro y garantizado por el Estado a todas las mujeres que hayan sido víctimas de violación y lo soliciten. Este fallo persigue la no judicialización de la práctica y sienta jurisprudencia a partir de 2012 en todo el territorio nacional.


    




    

      En 2010, impulsados por organizaciones de mujeres, se presentaron proyectos parlamentarios de reforma del Código Penal para la incorporación de la figura del femicidio. Su objeto era acrecentar las penas por asesinato a una mujer mediante violencia de género, cuando ésta fuere ejercida por un hombre. Pero fue recién en 2011 cuando se activó el debate por la incorporación de la figura de femicidio y encontró repercusión en la opinión pública a raíz del cruento asesinato de dos turistas francesas en el Noroeste Argentino.[27]





      En la legislación internacional, hacia 2012, siete países de América Latina habían incorporado la figura del femicidio en sus ordenamientos legales: Costa Rica, Guatemala, Chile, Perú, Nicaragua, México y El Salvador. A su vez, la definición del tipo penal variaba de un país a otro (Vílchez, 2012). En algunos países como Costa Rica y Chile, la categoría femicidio se limitaba al homicidio cometido en una relación de pareja. En cambio, en Guatemala y El Salvador, su alcance se ampliaba y abarcaba los asesinatos ejecutados tanto por conocidos como por desconocidos de la víctima.




      Para algunos juristas[28] y para juristas feministas,[29] la definición del tipo penal específico dificulta su aplicación ya que traslada al derecho penal un concepto de las ciencias sociales: el femicidio. Uno de los problemas observados por las expertas es que la propia definición de femicidio resultaba demasiado amplia y un tanto vaga, situación que dificultaba su aplicación.


    




    

      En 2012, la reforma del artículo 80 en sus incisos 1 y 4, y la incorporación de los incisos 11 y 12, fue finalmente aprobada por la Cámara de Diputados.[30]




      El marco normativo de violencia en la CABA




      En 2001 la Legislatura de la CABA sancionó la ley Nº 710 (ratificada por la ley N° 1.218), dirigida a los “agentes públicos que por su función estuvieren obligados a asistir, diagnosticar, peritar o efectuar denuncias por violencia intrafamiliar y/o abuso sexual infantil”, mediante la cual les garantizaba asesoramiento legal de la Procuración General de la Ciudad, “en virtud de lo requerido por la Ley Nacional Nº 24.417”.




      En diciembre de 2003 fue sancionada por la Legislatura de la CABA la ley Nº 1.265 de Protección contra la Violencia Familiar, con objeto de establecer procedimientos para la protección y asistencia a las víctimas de violencia familiar y doméstica (incluye diversas formas de unión y la no convivencia), promover vínculos libres de violencia y realizar acciones de prevención. Esta legislación incorporaba a niñas, niños o adolescentes a la figura de los denunciantes, los que podían presentarse ante Tribunales de Vecindad (no constituidos aún). A pedido de la parte denunciante o de oficio, el Tribunal podía dictar medidas cautelares que considerase necesarias para preservar a la víctima. Entre las medidas cautelares, figuran: la exclusión del agresor, la prohibición de acercamiento al domicilio de la víctima o a su lugar de trabajo, la realización de un tratamiento psicológico y/o la ejecución de trabajos comunitarios, etc. Menciona la creación de equipos interdisciplinarios con múltiples funciones: evaluación, seguimiento, propuesta de algunas medidas punitivas, elaboración de un informe socioambiental y evaluación psicofísica para determinar los daños sufridos por la/s víctima/s, y la situación de riesgo del grupo familiar, medidas a ser requeridas por el tribunal a cargo. La ley, por otra parte, homologa los acuerdos de cese de violencia con las partes, acuerdos que producen la suspensión del trámite iniciado con la denuncia.


    




    

      La resolución Nº 983 de 2003 pone en vigencia el Protocolo de Acción ante una mujer víctima de violación. La resolución Nº 2.127, de julio de 2004, determina como referente para la Asistencia a la Víctima de Violación de la CABA al Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez, entendiendo que es parte de su responsabilidad impulsar en el resto de los hospitales públicos de la Red de Violencia la creación de grupos interdisciplinarios para la Asistencia a Víctimas de Violencia.




      Por su parte, la ley Nº 1.688 de Prevención y Asistencia a las Víctimas de Violencia Familiar y Doméstica, sancionada en 2005, está destinada a la atención integral de mujeres, niñas, niños, adolescentes, adultos mayores y personas con necesidades especiales. Promueve el desarrollo de acciones de prevención en diferentes ámbitos y regula la prestación de servicios de atención integral (centros de atención inmediata, de atención integral y refugios o casas de albergue). Apunta también a la creación de un sistema de registro de víctimas.




      La resolución Nº 791 de 2006 da lugar a la creación de dispositivos de atención:




      […] los Centros de Atención Inmediata funcionarán durante las 24 horas del día, y tendrán por objeto brindar desde una perspectiva interdisciplinaria atención médica, psicológica, jurídica y social a las víctimas de violencia; […] en virtud de las políticas diseñadas por este Ministerio en materia de salud mental, y como etapa inicial, resulta necesario establecer que dichos centros funcionarán en los hospitales generales de agudos Teodoro Álvarez, Bernardino Rivadavia, Enrique Tornú, Parmenio Piñero, Donación Francisco Santojanni, y en los hospitales generales de niños Ricardo Gutiérrez y Pedro de Elizalde, dependientes de la Dirección General Atención Integral de la Salud, toda vez que la ubicación geográfica de los mismos permitirá una mejor accesibilidad […] estarán integrados por médicos especialistas en clínica médica, ginecología, pediatría, psiquiatría, psicología, trabajo social, pertenecientes a las dotaciones de guardia de los hospitales mencionados, contando, asimismo, con asesoramiento legal.




      Se insta al trabajo articulado con los comités de prevención, detección y asistencia de casos de violencia y/o abuso intrafamiliar creados formalmente en 2006 por resolución Nº 726 y en cuyo articulado se mencionaba que “los comités aludidos acompañarán y asistirán a los profesionales alcanzados por la norma precedentemente mencionada [ley N°1.218], a efectos de obtener la representación legal referida”.


    




    

      A instancias de estas resoluciones, se formaron inicialmente veinte comités dependientes de la estructura de la Dirección de cada hospital, y dentro de la Dirección General de Salud Mental de CABA, la Red Metropolitana de Servicios de Violencia que integraban 12 hospitales generales y otros cinco efectores de salud.




      El documento de creación de esta red abordaba la problemática de la violencia “en todas sus formas”; sin embargo, sólo se proponía brindar asistencia integral en violencia familiar trasluciendo una notable ausencia de perspectiva de género y derechos[31] en el contenido del documento.[32]


    




    

      En junio de 2012, la Legislatura de la CABA sancionó la ley Nº 4.203, mediante la cual la Ciudad adhiere a la Ley Nacional Nº 26.485 de Protección Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres en los ámbitos en que desarrollen sus relaciones interpersonales.




      Limitaciones para enfrentar la violencia de género




      Hasta aquí, se ha elaborado una descripción que permite ver cómo, al igual que en otros países de la región, en la Argentina se establecieron transformaciones significativas en los marcos jurídicos y programáticos que podrían contribuir a alcanzar la equidad de género. Sin embargo, estos cambios atendieron principalmente a aquellos aspectos que hacen a la vulnerabilidad de las mujeres. Quedan constituidas como sujetos de protección más que como sujetos de derecho. Pareciera haber sido relativamente más sencillo obtener la legitimación de los problemas de género al interior del discurso de la vulnerabilidad y de la reparación que articular discursos anclados en la afirmación de los derechos de las mujeres (Guzmán, 2001). Para la implementación de políticas promotoras de una real redistribución de poder entre hombres y mujeres, se requiere un compromiso mayor.


    




    

      A pesar del fuerte rechazo a la violencia contra las mujeres, el cual responde a los lineamientos conceptuales mencionados, en la práctica no se ha logrado garantizar el acceso de las mujeres a la Justicia y/o a mecanismos de protección eficientes. En la región, predomina un patrón de impunidad en el procesamiento judicial, ya que la mayoría de los casos de violencia hacia las mujeres no son formalmente investigados, juzgados y sancionados: entre el 70 y el 92% de ellos no llega a sentencia (CIDH-OEA, 2007).




      El incumplimiento de las obligaciones del Estado para garantizar el ejercicio de los derechos humanos de las mujeres es observado en forma sistemática por los mecanismos de control y rendición de cuentas previstos por los tratados internacionales. Por ejemplo, en 2010, el Comité de CEDAW (2012) señaló a la Argentina su preocupación por el aumento de la violencia doméstica, la trata de personas, la precariedad de la situación de mujeres privadas de libertad y la desjerarquización del Consejo Nacional de las Mujeres como institución de aplicación de la ley Nº 26.485, entre otros aspectos.[33]





      La incongruencia entre la magnitud de las tareas asignadas a los organismos ejecutores y las atribuciones y recursos que se les confiere, además de la contradicción entre las concepciones y discursos de funcionarias/os y las prácticas institucionales, revela la distancia que existe entre los planteamientos internacionales y el funcionamiento concreto de los Estados.




      Esta situación se refleja en forma sistemática en los informes alternativos o “sombra” elaborados por organizaciones no gubernamentales, con el objeto de aportar elementos valiosos –en general contrarios– a los informes oficiales elevados por los Estados parte a los mecanismos de los tratados internacionales para la elaboración de sus recomendaciones. Por ejemplo, en julio de 2010, ante el Comité de la CEDAW, en el 46º período de sesiones, fue presentado, entre otros organismos, por ELA (2010) y UNL el informe sombra de la Argentina.




      Un proceso lento y contradictorio atraviesa los diferentes ámbitos de acción. En:


    




    

      […] los tribunales de justicia de la región, los actores que promueven estas acciones, los intereses que se representan, los procedimientos que se siguen, las decisiones que se adoptan, revelan una evolución incipiente, pero promisoria, hacia la configuración de un Poder Judicial comprometido con el acceso a la Justicia de los grupos más desaventajados y como garantía de igualdad. (Abramovich ápud Pautassi, 2010: 3)




      En definitiva, nos enfrentamos a un problema de extrema complejidad. Si bien la institución policial y el Poder Judicial constituyen una primera línea de protección de derechos de las mujeres a nivel local, además de legislación y dispositivos de atención, se requiere el desarrollo de políticas de carácter integral que respondan a los diferentes determinantes de la desigualdad de género, y la profundización de los procesos institucionales que favorezcan la participación de las mujeres para contrarrestar los mecanismos generadores de desigualdad.




      Las posibilidades de legitimar las desigualdades de género como problema público están, entonces, condicionadas económica, política, legal e institucionalmente. Por esta razón, el proceso que analizamos está muy imbricado con lo que sucede en los diferentes planos de la sociedad y de la institucionalidad pública, sobre todo con el grado de apertura cultural, de democratización e institucionalización y de integración social. (Guzmán, 2001: 5)




      Respecto a la implementación y al alcance de las políticas en materia de género y de violencia en particular, dentro de los instrumentos de monitoreo resulta prioritario contar con sistemas de información.




      En este sentido, la responsabilidad del Estado frente al derecho humano de las mujeres a vivir una vida libre de violencia requiere la implementación de diferentes mecanismos que garanticen tanto la prevención de la violación de ese derecho como, en el caso de que hubiera sido violado, su sanción, reparación y prevención de la repetición (Facio, 2011). Todas ellas son medidas que sólo pueden llegar a cumplimentarse en forma efectiva si se dispone de información veraz, completa y oportuna.




      (In)consistencia de los datos. Descripción de la situación a nivel nacional. El problema de las cifras


    




    

      El conocimiento acerca de la situación de la violencia de género en el ámbito nacional y en el de la Ciudad de Buenos Aires es aún parcial y fragmentario.




      Diferentes organismos como la Oficina de Violencia Doméstica de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (OVD), el Programa Las Víctimas contra las Violencias, el Consejo Nacional de las Mujeres (CNM), la Dirección de la Mujer de CABA, entre otros, sistematizan datos básicos provenientes de consultas y denuncias.




      Aunque imprescindibles para la gestión, a la fecha no se cuenta con datos epidemiológicos que permitan estimar prevalencias, líneas de base, encuestas nacionales, etcétera.




      Para dar cuenta de la magnitud del fenómeno de la violencia contra las mujeres a escala nacional, periodistas, investigadores y capacitadores suelen utilizar como cifras de asesinatos de mujeres por cuestiones de género los femicidios contabilizados por el Área de Investigación de la Asociación Civil La Casa del Encuentro. Desde 2008, distintas organizaciones de la sociedad civil (Amnistía Internacional, la Asociación Civil Artemisa y La Casa del Encuentro) llevan sus propios registros de las muertes por violencia de género a partir del relevamiento de los principales diarios nacionales y provinciales.




      También se cuantifican denuncias recibidas por los servicios de asistencia. Por ejemplo, la OVD publica datos sociodemográficos básicos de las personas que consultan, evolución mensual de las consultas, periodicidad de las denuncias, procedencia de los casos,[34] entre otras cuestiones.




      Otros organismos sistematizan la información proporcionada por las consultas telefónicas de solicitud de ayuda, como el Observatorio de Equidad de Género de CABA creado en 2009, que informa sobre las llamadas recibidas por la línea telefónica 0-800 MUJER.[35]




      El Consejo Nacional de las Mujeres compiló y analizó información producida por usuarios del Instrumento de Registro de Casos de Violencia Familiar (CNM, 2007). Evaluó accesibilidad a los servicios y antecedentes de consultas, cronicidad de la problemática y desencadenantes de la consulta en tres servicios de asistencia del Conurbano, uno de Chubut y otro de Santiago del Estero.[36] En su carácter de organismo rector para el diseño de políticas garantes del cumplimento de la ley Nº 26.485, el CNM se propuso en 2011 realizar un reajuste del Instrumento de Registro Unificado de Casos de Mujeres Víctimas de Violencia (RUC) dadas las limitaciones presentadas en experiencias anteriores[37] y renovó la convocatoria a organismos tanto gubernamentales como de la sociedad civil de todo el país para integrarse a la Red de Usuarios del Instrumento (RED-RUC) con el objeto de relevar datos (antecedentes de violencia intrafamiliar, el nivel de riesgo al momento de la consulta, acceso a los servicios y su perfil socioeconómico, etc.) de quienes consultan por violencia a los servicios prestadores. Un año más tarde, se recurriría al Instituto Nacional de Estadística y Censos (Indec) para que implementase un sistema de registro único de casos de violencia que permitiera conocer a nivel nacional el tipo de violencia que predomina entre quienes denuncian, el perfil de las víctimas y datos básicos de quienes ejercen la violencia.


    




    

      Los sistemas de información con los que cuentan los países presentan diferente grado de desarrollo. Sin embargo, a la hora de cuantificar las violencias, en todos los casos se plantean dificultades,[38] y el desafío es aún mayor si se busca producir y/o analizar información desde una perspectiva de género. En un esfuerzo por diferenciar las violencias sufridas por mujeres en general de aquellas encuadradas dentro de la violencia de género, en 2012 se publicó un trabajo en el que se utilizaron estadísticas nacionales de mortalidad, datos del Sistema de Vigilancia de Lesiones y datos arrojados por la Encuesta Nacional de Factores de Riesgo del Ministerio de Salud de la Nación (Fleitas y Otamendi, 2012).


    




    

      En el ámbito de las organizaciones de la sociedad civil, una investigación desarrollada en el área metropolitana de Buenos Aires, que estudió el perfil y las prácticas de los servicios prestadores de asistencia y orientación en violencia pertenecientes a la sociedad civil, reveló la precariedad de los sistemas de registro de casos que llevaban los prestadores, poniendo de manifiesto que, como en otros países de la región, la información estadística producida era escasa y que, en su mayoría, los servicios no monitoreaban sus propias actividades a partir de datos sistemáticos y confiables (Ynoub, 1998).




      Como veremos con mayor detalle, en el sistema de salud sólo se conoce parcialmente la dimensión epidemiológica del impacto de las violencias en el proceso de salud-enfermedad-atención, debido en parte a los reconocidos problemas de calidad de las estadísticas y subregistro de datos (Spinelli, 2005; Deslandes, 2000).
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